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ase lo que pase y gane quien gane la contienda presidencial y aún la legislativa, el país no detendrá su marcha y los grandes-problemas-nacionales no habrán de diluirse ni desaparecer en las urnas como si de chisteras se tratara. 

Luego de tantos meses de animosidad en ascenso y pasados los furores del triunfo y los estertores del fracaso, the day after (ya sea el 3 de julio, el 2 de septiembre o de diciembre) nos vamos a encontrar con lo que dejamos de lado mientras estuvimos en campaña, con el país que hace muchos meses pusimos en stand by: una nación plagada de focos rojos y “prendida de alfileres”; con una abultadísima agenda política nacional y millones de personas en condiciones de pobreza y miseria; con parte del territorio nacional secuestrado por la industria del narcotráfico y un pool de bandas de plagiarios y delincuentes de baja estofa pero alto ingreso; con enormes rezagos estructurales y minúsculos soportes institucionales para mantener a la nación a flote en pleno auge de la aldea global… 

Pero, eso sí, con una macroeconomía más o menos estable y, sobre todo, bien vista y mejor calificada por los organismos financieros internacionales; con precios récord del petróleo y proyecciones alentadoras que anticipan que hay boom energético para rato, y con una fuente de ingresos extraordinarios —en más de un sentido— gracias a las remesas de cientos de miles de trabajadores migrantes en Estados Unidos; con un tinglado jurídico-institucional anticuado e inadecuado para los tiempos que corren, pero no del todo obsoleto; con un impresionante aparato burocrático tan grande como torpe por momentos y un ingente arsenal de recursos materiales mal administrados, peor distribuidos y casi siempre insuficientes.

Con apenas poco más que eso, y la bendición de alguna entidad metafísica y/o mucha suerte, el próximo gobierno de la República tendrá que hacer frente al tropel de viejos y nuevos problemas, garantizar la viabilidad del país y mantener la gobernabilidad de la nación. Nada más, nada menos. 

A caballo entre esa tierra siempre resbaladiza de la especulación y el análisis de la gobernabilidad (terreno andado en estas páginas), Carta de Política Mexicana continúa con la mira puesta en aquellos días que habrán de seguir al Gran Día: cuando la disputa por la nación nos dé tregua y la suerte del país sea prioridad nacional, o la conflictividad electoral haya desbordado los cauces y se configure un escenario de alto riesgo.

En esta entrega exploramos las condiciones y algunas de las primeras acciones que el próximo gobierno de la República (más allá se su signo político-ideológico) tendrá que emprender para preservar la gobernabilidad del país. 

Gobernabilidad  democrática

Lo hemos escrito en otras ocasiones: no es un decorado ni un guiño políticamente correcto; la clave democrática de la gobernabilidad en México —componente que, pese a todo, ha prevalecido durante los últimos años— no es sino consecuencia de la transición política que penosamente se ha abierto paso en el país desde hace por lo menos dos décadas. 

La historia la sabemos de memoria: los instrumentos (pan o palo, para efectos prácticos) de los que disponía el viejo régimen para mantener la tan cacareada “paz y estabilidad” perdieron legitimidad y eficacia: su tiempo estaba contado. Desde entonces asistimos a la muy lenta y ardua construcción de dispositivos y herramientas para mantener la gobernabilidad en condiciones incipientemente democráticas y de pluralidad política. 


La ecuación es sencilla: la gobernabilidad se ha transformado en la medida (y en la dirección) en que lo ha hecho el régimen político. No podía ser de otra forma: la gobernabilidad en ciernes no puede renunciar al régimen democrático del que emana. La gobernabilidad de un régimen no se construye a espaldas de las reglas que ordenan el juego político de un sistema. En otras palabras, la gobernabilidad —sus formas, métodos y prácticas— refleja la fisonomía del régimen político que la sostiene, y la gobernabilidad que con enormes esfuerzos y traspiés se construye en México difícilmente podrá renunciar a ese orden nacientemente democrático. 


En esas estamos: a medio camino y con rumbo incierto. Concluido prácticamente el sexenio del cambio que no fue, nos quedamos a mitad de la mudanza: no cabemos en el país que fuimos y no hemos terminado de construir el hábitat democrático que pretendemos. Ni para atrás ni para adelante, a mitad y en la medianía.

Para decirlo pronto: seis años después de consumada la alternancia política carecemos de los dispositivos jurídico-institucionales, de los activos político-culturales, de los recursos materiales y los cuadros técnicos y políticos para desplegar una gobernabilidad de cuño democrático que, en último término, no es sino una lógica del sistema, una condición estructural, causa y efecto, que genera sus propias réplicas igualmente democráticas. Aún no se instala esa lógica democrática en el sistema: ni en la cabina de mando ni en la plaza pública, ni en Los Pinos ni en San Lázaro-Xicoténcatl, ni en los partidos ni los ciudadanos, ni en los fines ni en los medios…

Esas son las condiciones, grosso modo, bajo las que asumirá las riendas del gobierno federal el próximo presidente de la República. Desde luego, habrá que decantar el argumento: pasar revista con mayor detalle a esas condiciones “de arranque” desde las cuales, sea quien sea el próximo inquilino de Los Pinos o de Palacio Nacional, el titular del Ejecutivo habrá de desplegar sus mejores esfuerzos para mantener o ampliar los márgenes de gobernabilidad.

La razón es tan simple como obvia: el campo de las posibilidades para el próximo presidente está determinado, en gran medida, por el estado actual que guarda la gobernabilidad. De allí que resulte inevitable identificar, aunque sea mínimamente, cuáles son los hilos y/o alfileres que sostienen la gobernabilidad.

Gobernabilidad: alfileres e hilos 

Por suerte para todos, la gobernabilidad del país ya no depende del talento o la torpeza de un solo hombre y los prohombres que conforman el gabinete. De no ser así, la historia de este sexenio foxista sería muy otra, seguramente más sombría de lo que fue. 


A las pruebas. Sin los hilos del poder en la mano presidencial y aún prendida de alfileres y atiborrada de focos rojos, la gobernabilidad prevaleció en el país. A pesar de, o gracias a, la administración foxista, la gobernabilidad no se salió de madre, aunque sustos mayores y menores no faltaron durante todo el sexenio: escenas de terror, liviandad e ingobernabilidad las vimos y padecimos por decenas, por todo el país y por instantes que se sentían eternos. Todo ello demuestra que la gobernabilidad está afincada en resortes y engranes que no dependen directa ni necesariamente del Ejecutivo en turno.

Sin desmedro del “estimable” aporte foxista, durante los últimos seis años la gobernabilidad del país se sostuvo más bien en lo que había: un entramado jurídico-institucional inadecuado para las nuevas coordenadas político-democráticas pero no del todo obsoleto y al que todavía le quedan algunas horas —aunque contadas— de vida útil; un tropel caótico y desvencijado pero funcional de amortiguadores sociales, especie de red poco articulada de resortes cada vez más blandos (prebendas político-corporativas, subsidios directos, territorios de tolerancia e impunidad ante ilegalidades flagrantes, formas de intermediación política, mecanismos de cooptación); una monstruosa maquinaria burocrática siempre en riesgo de generar más problemas de los que resuelve, pero de la se pueden rescatar algunos engranes y potenciar nuevas experiencias (mecanismos de control, servicio civil de carrera, etcétera) y una creciente cantidad de recursos —favorecida en los últimos dos años por los precios internacionales del petróleo y los niveles históricos que alcanzaron las remesas— que pese a ir en aumento siguió siendo insuficiente.

Desde luego, lo anterior no supone que sea indistinto, que dé igual, quién ocupe la Silla del águila; sólo sugiere, acaso, que habría que distinguir por lo menos entre lo contingente y lo permanente, lo circunstancial y lo previsible, entre coyuntura y estructura para entender cuáles son y cómo funcionan los hilos y alfileres, los factores, agentes y procesos que determinan y sostienen la gobernabilidad.


A partir de esta distinción, es posible vislumbrar algunas de las principales fortalezas y debilidades, activos y riesgos de los que eventualmente dependerá la gobernabilidad del país, por lo menos en el arranque —o tal vez más allá— del próximo gobierno y, eventualmente, avanzar en la identificación de algunas acciones oportunas para la gobernabilidad.

El frente económico: estabilidad sin crecimiento 

Para empezar, la economía: ese terreno donde, por insospechado que parezca, se erigen los soportes más firmes de la gobernabilidad de los próximos meses, aunque también anidan algunos de sus riesgos más perturbadores. 

Vanidad y vergüenza de la administración foxista, la economía nacional es una verdadera paradoja: estabilidad sin crecimiento, equilibrio sin desarrollo. De allí, se entiende, su carácter contradictorio: la economía fue un activo y, a un tiempo, un riesgo para la gobernabilidad del país. Mal que bien, durante el sexenio de la alternancia la economía registró ciertos signos que algunos —instituciones financieras internacionales, calificadoras extranjeras, la comunidad internacional, hombres de negocios— juzgaron como “alentadores”: certidumbre en el manejo de las variables macroeconómicas (control de la inflación, déficit público, reservas internacionales, tipo de cambio, tasas de interés), estabilidad de las finanzas públicas y estricta disciplina fiscal —casi enfermiza, sobre todo en el porcentaje del déficit público. 

Aparte de la palmadita en la espalda y del certificado de buena conducta por parte del establishment económico internacional —ese que entró en crisis desde hace años—, tan “buenas notas económicas” sólo alcanzaron para disminuir en seis puntos porcentuales la pobreza; esto es, que de 53.8% de la población que padecía algún grado de marginación, se redujo a 47.7% entre 2000 y 2004 (datos del Banco Mundial). A pesar del fervor —más que religioso, fundamentalista— con el que Francisco Gil y Guillermo Ortiz (la dupla que dirige y controla, para todo efecto práctico, la economía nacional) siguieron el canon neoliberal, en seis años la economía mexicana descendió en el ranking mundial: del lugar número 11 pasó al 14, según estimaciones del Fondo Monetario Internacional (fmi) basadas en el pib.

Si alguna lección se puede derivar de la “buena marcha” de la economía nacional durante los últimos seis años es que, incluso cuando funciona, el modelo no sirve; por lo menos para un segmento mayoritario de la población: a partir de cifras del Banco Mundial se sabe que el 10% más próspero de la población concentra el 40% de los ingresos totales o realiza esa misma proporción del consumo de bienes totales; el 10% más pobre, en contraste, apenas llega al 1.6% del ingreso.

Como sea, no sobran pero aún disponemos de algunos activos económicos para mantener a flote la gobernabilidad en México, señaladamente dos de corto y mediano plazo.

1. Oro negro: del boom al bang 

Hace más de 30 meses que los precios del petróleo se mantienen al alza. Ello explica, por ejemplo, que durante 2005 Pemex reportara ganancias récord: sus ingresos totales llegaron a 70 mil millones de dólares. Durante ese año, el precio del petróleo mexicano registró un incremento de 58%.

Y lo mejor es que el boom petrolero continúa y continuará: los mercados de futuro ya anticipan no sólo que se mantendrá la tendencia de precios altos de los hidrocarburos sino que veremos más récords históricos. Algunas proyecciones internacionales sostienen que esta cresta de los petroprecios se mantendrá por lo menos 36 meses. En su informe más reciente sobre la economía mundial (World Economic Outlook) el fmi ha advertido que la tendencia al alza de los precios del petróleo continuará “más allá del 2006” y que podría verse agudizada por algunos “eventos geopolíticos” (como las tensiones entre Estados Unidos e Irán).

Las buenas noticias también son noticia: al aprobar el paquete presupuestal para el 2006 la Cámara de Diputados estimó en 36.50 dólares por barril, es decir, casi 15 dólares menos de lo que se cotizó durante enero y casi 25 dólares por debajo de la cotización que alcanzó en abril: 59.40 dólares. Todo ello ha significado, de acuerdo con información de la Secretaría de Hacienda, que en lo que va de 2006 el precio del barril de petróleo mexicano de exportación registra un crecimiento acumulado de 27.14% y un nivel promedio de 50.71 dólares por barril. Esto supone, según estimaciones de Banamex, ganancias de 2 500 millones de dólares adicionales a los programados.

Las buenas noticias lo seguirían siendo para el próximo presidente: a decir de los especialistas de Banamex-Citigroup, “como suponemos que el precio del petróleo se ubicará en 49 dólares por barril tanto en 2006 como en 2007, ello implica que, de ser certeros nuestros estimados, el gobierno tendría 69 mil millones de pesos, y 131 mil millones de pesos, respectivamente, en esos años como ingresos brutos extras a los establecidos en el documento”.

Pero no todo será miel sobre hojuelas. A pesar del alza de los precios del petróleo y de las halagüeñas proyecciones, Pemex está en crisis. Resulta casi incomprensible pero la mayor empresa del país está más cerca del precipicio que hace un sexenio. Como va, incluso con ganancias históricas, camina hacia la quiebra técnica. Petróleos Mexicanos, la novena petrolera del mundo y la tercera en producción durante 2005, es la compañía de hidrocarburos más endeudada del orbe. Tan sólo este año destinará 3 500 millones de dólares al pago de intereses de su deuda que asciende a 98 400 millones de dólares. Adiós a las ganancias récord de enero pasado. Y lo peor es que, no obstante las enormes erogaciones, el principal de la deuda apenas se reduce. 

Se escucha monstruoso pero es difícil tener idea de tan desmedidas cantidades. Así que podemos comparar para tener una vaga idea igualmente desproporcionada: lo que destinará al pago de su deuda equivale al 74% de lo que la economía del país pagará en 2006 por intereses de la deuda externa total. Tan mal está, que tendrá que solicitar crédito para pagar los intereses de sus deudas. 

Pemex como la caja chica del país: durante 2005, según reconoció el propio Banco de México, 81 de cada 100 dólares que ingresaron por la exportación de petróleo fueron utilizados para el pago de la deuda pública y la subasta de dólares al mercado cambiario. 

La gran oportunidad de los últimos años y el peor negocio. El gobierno de los Súper Gerentes no aprendió ni siquiera a sumar, no entendió lo que significa hacer negocios y obtener ganancias. Pemex administrada como un changarro: con el aval del Congreso de la Unión, el gobierno federal ha devorado las ganancias del petróleo y luego pide prestado para sacar los gastos del mes. Aunque sutilmente, el propio fmi ha criticado que el gobierno mexicano apenas hubiera aprovechado los ingresos extraordinarios de los altos precios del petróleo para “fines de equilibrio presupuestal”; sin estos recursos “el déficit fiscal del gobierno —incluyendo el generado por los pasivos del rescate bancario y carretero— sería de 9.8 por ciento del producto interno bruto, unos 63 mil millones de dólares, en vez del 0.2 por ciento considerado oficialmente en las cuentas del gobierno”.

Gracias al “gobierno del cambio” ya sabemos lo que no se debe hacer. Y lo que se debe, también. Habrá que aprovechar el boom petrolero antes de que llegue el bang de Pemex.
2. Remesas: beneficios colaterales

Enero de 2006 fue un mes de récords económicos. Además de la continuación del boom petrolero, la economía mexicana vio cómo seguían in crecendo las divisas provenientes de miles de trabajadores mexicanos en Estados Unidos, viejos y nuevos exiliados económicos. 

Hace años que siguen una escalada sin precedentes. Por encima de lo estimado, según datos del Banco de México, tan sólo en enero la remesas de los trabajadores migrantes sumaron 1 581 millones de dólares, lo que significó un crecimiento de 26.9% en relación con enero del 2005, un año ya de por sí histórico: por primera vez desde que se contabilizan las remesas, su monto superó los 20 035 millones de dólares; 3 423 millones más que en 2004, es decir, 20.6% de incremento. En total, durante 2005 se registraron 59 millones de transacciones de divisas, con un monto promedio de 341 dólares. Todo ello consolidó a México como segundo país en el mundo, sólo después de la India, que más dinero recibe de sus trabajadores migratorios (casi 16% de las remesas mundiales).

Una verdadera fortuna para el país derivada de una lamentable tragedia nacional: el exilio económico obligado para miles de mexicanos (más de mil personas por día en promedio durante el sexenio foxista). Efecto colateral, gracias a las remesas sobreviven cinco millones de personas en el país, que se concentran, sobre todo, en Zacatecas, Jalisco, Oaxaca, Distrito Federal y el Estado de México. De entre las familias receptoras, una de cada cinco se sostiene exclusivamente de esos envíos de dinero. Es evidente que parte de los “éxitos” en el “combate a la pobreza” y la mejoría en algunos indicadores de desarrollo humano debe atribuirse a ese ejército de trabajadores mexicanos en Estados Unidos.

Pero además de estimular el consumo y reducir la pobreza, las remesas se han convertido en un factor de equilibrio para la economía nacional, como lo reconoce el propio Banco de México: gracias a las divisas provenientes de las remesas se ha mantenido la estabilidad de la balanza de pagos —relación ingreso-egreso de divisas por concepto de comercio exterior, turismo, deuda, inversiones. En 2003 las remesas representaron un monto equivalente al 80% de las exportaciones petroleras, al 73% del superávit de la balanza comercial de maquiladoras y superaron en 42% a los ingresos derivados del turismo. Al siguiente año representaron el equivalente a 70% de las exportaciones de petróleo y a 87% del superávit del sector maquilador.

A querer o no, las remesas son una válvula de escape en más de un sentido: a) como herramienta de “alivio” a la pobreza; datos del Banco Interamericano de Desarrollo y del Banco de México confirman que alrededor de 80% de los dólares de las remesas se destina al gasto corriente (comida, medicinas, vestido) y apenas 6 de cada 100 pesos se destina al ahorro; b) como una salida —a veces falsa— para cientos de miles de personas desempleadas, ocupadas en la informalidad o en trabajos precarios; en esa medida, c) funcionan como un factor de distensión social, que atempera en cierto grado las consecuencias de la marginación y la miseria; y d) para las finanzas públicas reportan una variable de equilibrio.


Por las mismas razones (económicas) o por otras (familiares, históricas), en los próximos años nuestros paisanos seguirán su peregrinación (via crucis) hacia el sueño americano. Lo quiera o no, sin hacer nada, la economía mexicana seguirá recibiendo su tajada de este gran negocio que es la explotación de la mano de obra migrante, lo que supone que esos mecanismos derivados de la dolariza migrante seguirán operando de facto; es decir, que el país contará, por lo menos en los próximos años, con un factor favorable a la gobernabilidad, lo que ofrece un cierto capital político y posibilidades de acción sin el menor esfuerzo para los encargados del changarro. 

No son, ni el petróleo ni las remesas, los únicos ni quizás los mejores soportes que tiene el país para mantener —como equilibrista sin red— la gobernabilidad. Pero son, eso sí, los más conspicuos y eficaces en el corto y mediano plazos. No garantizan nada pero ofrecen posibilidades económicas y márgenes de maniobra política, que no es poco. Depende de muchos otros factores, también relacionados con la gobernabilidad, que sean capitalizados: de la eficacia de la élite gobernante, la capacidad y astucia política para emprender reformas, del talento para impulsar el crecimiento económico y traducirlo en desarrollo, del avance de la cultura democrática que sea, a un tiempo, medio y fin del régimen. Es decir, todos esos frentes donde hasta ahora la gobernabilidad del país parece naufragar. 

El frente político 

Si en el terreno de la economía hubo margen para el debate acerca de los éxitos y fracasos de los últimos seis años, en el de la política, por el contrario, el juicio resulta palmario: fracaso redondo. No hubo plan ni talento, método ni voluntad. El sexenio se convirtió en una campaña proselitista permanente, con algunas vedas electorales no bien respetadas por los principales actores políticos, siempre prestos para asestar el próximo golpe y a echar lodo, para sacar raja y meter ruido… 

Reguero de pólvora: en términos de gobernabilidad, durante este sexenio la política prácticamente no reportó dividendos. Pese a los avances en materia de transparencia y acceso a la información gubernamental (la única reforma significativa), así como a la consolidación de tendencias de larga data (equilibrio de poderes, pluralismo, libertad de prensa), el balance global es deficitario. Padecemos una suerte de “democracia sucia”, de baja intensidad, administrada por burocracias partidistas que no parecen advertir los riesgos del desencanto ciudadano y el desprestigio de la política.

Después del muy delicado capítulo del “desafuero” (punto climático de la ofensiva gubernamental contra Andrés Manuel López Obrador) y sus secuelas (polarización, inestabilidad, incertidumbre respecto a la legalidad del proceso sucesorio), da miedo pensar en otro sexenio político como el actual.

Indudablemente, el tiempo de la democracia es y debe ser el tiempo de la política. Sin embargo, no hace falta decir que no se trata de cualquier despliegue político ni de esperar con nostalgia el retorno de los brujos. Entre los restos e inercias del ancien régime que se niega a morir y el método foxista de ensayo y error ad perpetuam; entre la miseria y la mezquindad de unos y la ingenuidad y torpeza de otros, el sexenio de la alternancia dejó un reguero de pólvora, un campo sembrado de minas para la gobernabilidad, entre las más conspicuas:

· Un sistema de partidos en crisis, al que flaco favor le hace un proceso electoral tan prolongado y sucio como el que estamos padeciendo; confrontación pobre y onerosa que, por si hiciera falta, estimula el escepticismo, la desconfianza y apatía ciudadana frente al mundo bizarro de los partidos y los profesionales de la grilla. El sistema de partidos en México vive uno de sus momentos más lamentables y en su caída amenaza con malograr un proyecto de convivencia colectiva apenas en ciernes. El riesgo que todo ello supone es, precisamente, la posibilidad latente de tirar el agua con todo y el niño: desechar la democracia sin haber arribado plenamente a ella. 

· La estructura corporativa se mantuvo prácticamente intacta, la alternancia política pasó de noche por los sindicatos y la armazón corporativa. Por falta de estrategia o temple, lo mismo da, el gobierno panista renunció a extender la democratización a los feudos del mundo productivo y la representación de los trabajadores. La decisión de mantener el status quo en los terrenos del sindicalismo charro (o “independiente”) acicateó a líderes y camarillas que pronto le tomaron la medida al gobierno foxista. Pacta sunt servanda: escandalosa continuidad del pacto corporativo entre el Ejecutivo y las principales columnas del sindicalismo priista (Congreso del Trabajo, ctm, suterm, fstse, snte, petroleros), que se tradujo en complicidad o resignada complacencia ante el control “patrimonial” ejercido por las dirigencias sindicales en la administración pública federal y las principales empresas estatales; incluso en salvoconducto de impunidad (el caso de Carlos Romero Deschamps y Ricardo Aldana, protagonistas del Pemexgate). Causa y efecto, el actual conflicto con el líder del sindicato minero, Napoleón Gómez Urrutia, expresa el alto costo que sigue pagando el país por la connivencia —voluntaria o no— entre los hombres del “cambio” y el dinosaurio corporativo. 

· Transición interrumpida y suspensión de las energías desencadenadas por la alternancia. Resultado: un país en suspense, en stand by, a la espera interminable de la siguiente elección, pulso de la política mexicana. El gobierno foxista le metió el freno a la transición, que se detuvo por la ausencia de iniciativas para apuntalar el sistema democrático. Al final no hubo reforma de los poderes públicos ni construcción de un auténtico Estado de Derecho. No se avanzó, siquiera, en su versión más ligth y desafilada: la reforma electoral que redujera costos, irracionalidad y perversión en el juego político.

· Polarización, crispación y desencuentro: la clase política —el gobierno de la República, quien llevaba la mano, y los partidos políticos grandes y chicos, igualmente pequeños— fracasó en la construcción de mayorías razonadas (no automáticas) en el Congreso de la Unión para impulsar iniciativas en materia económica, fiscal, energética, laboral, educativa y de pensiones. Se impuso la incompetencia técnica, política e intelectual del Ejecutivo y su partido, negados para ofrecer alternativas en los mismos rubros y conducir o imponer un debate de altura de cara a la nación. Frente a ello, la oposición partidista respondió con lo que tenía a la mano: mezquindad y miseria programática. Cuando no fueron las elecciones —las que estaban en curso o las que venían, las internas o la grande— fue la lengua del presidente Fox, la falta de oficio político de los Súper Gerentes o la hostilidad de la oposición, la falta de incentivos institucionales o las aspiraciones personales de unos y otros… El caso es que, durante buena parte del sexenio, el clima político permaneció enturbiado, enrarecido. En muy contadas ocasiones prevaleció un ambiente propicio para la negociación y el acuerdo.

Pese a todo lo anterior, a la involución política, a los gritos y sombrerazos, a los juegos de vencidas y a los momentos en que se tensó la cuerda, en el país prevaleció la calma. A tumbos y empellones, pero la estabilidad se mantuvo a flote. 

Por méritos propios o por pura suerte, la administración foxista no lidió con amenazas graves para la estabilidad política. Si bien pasó graves apuros al principio y al final del periodo de gobierno —los machetes de San Salvador Atenco marcarían el itinerario del fracaso: primero, con la derrota del nuevo aeropuerto; después, con el escándalo de la represión policiaca y la flagrante violación de garantías y derechos humanos—, nunca enfrentó un riesgo mayor. Sin embargo, también en este aspecto delicado se registra el escalamiento de riesgos latentes a peligros potenciales.

Como casi todo en los últimos seis años, lo que no hizo crisis 
—incluso aquello que se mantuvo como estaba— fue “vendido” como un gran éxito del presidente Fox. Lo cierto es que la pesada batería de spots con los que el gobierno de la alternancia —al que se le unió el Congreso de la Unión— intentó durante meses cambiar la percepción pública, poco o casi nada pudo hacer para revertir los saldos de semiparálisis gubernamental y legislativa, de crispación y desencuentro políticos. 

De tal suerte que, sea quien sea el próximo presidente de la República, tomará la estafeta con un déficit delicado que lo obliga a recuperar el campo de la política: desactivar las minas y hacerlo fértil. 

La estructura 

A la de por sí larga lista de potencialidades y riesgos para la gobernabilidad habrá que agregar el resultado de la acumulación de rezagos y la complicidad de las distintas administraciones priistas. Poco a poco, de sexenio a sexenio, en el país empezaron a crecer —como una densa espuma— algunos problemas para los cuales no ha habido solución sexenal, bombas de tiempo que a cada periodo se les cambia la mecha; verdadero freno de cualquier cambio y desarrollo al que aspire el país y reto mayor para la gobernabilidad de cualquier sistema: la pobreza y marginación, la agonía del campo, el deterioro ambiental, la baja calidad educativa, el deterioro de las instituciones de salud, entre los principales.


Se trata de una agenda a la vista de todos pero que pasa desapercibida, que no está en la coyuntura ni en las agendas de los partidos políticos y los medios de comunicación; que apenas aparecen como objeto de reflexión y/o atención en el programa de las llamadas “reformas estructurales”. Cuestiones medulares que, sin embargo, eludieron sistemáticamente los actores políticos.


Tal parece que durante el sexenio de la alternancia todo creció menos la economía. Al flagelo de la pobreza (pese a la baja en los índices oficiales, sólo después de Brasil, México es el país de la región donde sobrevive el mayor número de pobres) hay que agregar otros factores de riesgo:

1) Desigualdad. “Diferencias de prosperidad asombrosas”, como se llamó en un estudio reciente del Banco Mundial al hecho de que, por ejemplo, en Chiapas el ingreso per capita sea apenas 18% del que se registra en promedio en la Ciudad de México; es un descaro y una vergüenza: mientras que en países desarrollados el 10% más rico de la población tuvo ingresos 6.2 veces superiores al 10% más pobre, en México la diferencia es de 45 veces;

2) Bancarrota de las pensiones y fondos de retiro. Casi desahuciadas, instituciones como imss, issste, sus similares en las entidades federativas y las pensiones privadas acumulan pasivos cercanos a los 14 billones de dólares, lo que equivale a 1.7 pib. Y el futuro será peor: durante las próximas cuatro décadas la población en edad de jubilación aumentará cuatro veces;

3) Crisis del campo, un terreno donde todavía vive, con grandes esfuerzos, poco más del 20% de la población total del país —de ese 20% más de un tercio padece algún grado de pobreza—, olvidado de la mano del gobierno pero no de los narcotraficantes;

4) Desempleo e informalidad. Estamos peor que hace seis años. Año con año, los índices de desempleo han crecido: en 2000 la tasa promedio anual fue de 2.2%, en 2004 alcanzó el 3.7%, a decir del inegi, la tasa de desempleo en 2005 fue de 3.58%, lo que significa una disminución de apenas 0.12% con respecto al año anterior. Cada año, unas 500 mil personas se incorporan a las filas del sector informal, sin duda, uno de los sectores más dinámicos de la economía nacional. 

5) Deuda en aumento. Sin crecimiento y endeudados, datos de la Secretaría de Hacienda confirman un incremento significativo de la deuda pública total, sobre todo, de la interna, lo cual generó, entre otros costos, un aumento de 48%, con respecto al sexenio anterior, de los recursos destinados al pago de intereses de la deuda. Al iniciar el sexenio, la deuda interna era de 316,000 millones de pesos, hacia finales del 2004 había llegado a 739 mdp, lo que supone un incremento de 134%; la deuda externa, por su parte, pasó de 724,000 mdp a 844 mdp, 16% más que en el sexenio zedillista; todo lo anterior sugiere, al menos para el sentido común y el más lego, algunas dudas sobre el tan celebrado “manejo responsable de las finanzas públicas”; 

6) Costo de la corrupción. En el país cada año se cometen actos venales que generan mil millones de dólares, de cada 10 trámites uno se realiza con “mordida”; 

7) Criminalidad en ascenso. El avance de la delincuencia organizada y caótica, la guerra entre cárteles y la connivencia de las corporaciones policiacas, han contribuido a hacer del país una zona de guerra: durante 2005 el promedio de muertes violentas en México fue de cuatro por día, casi el doble del promedio de soldados estadounidenses muertos en Irak;

8) Deterioro medioambiental. No obstante la abundancia de recursos y la riqueza en biodiversidad, México es una de las naciones donde más rápido camina la depredación y el deterioro ambiental: en apenas tres décadas el país perdió más del 30% de sus áreas verdes (que equivale a Tlaxcala y el d.f.)75% del territorio sufre erosión y la tasa de deforestación nacional (1.2% anual) duplica el promedio mundial.

Desde luego, sería inmerecido e insostenible responsabilizar a los encargados del changarro nacional de los últimos seis años por el agravamiento de varios de estos problemas estructurales. Sin embargo, todas estas bombas de tiempo formaban parte del paquete, la responsabilidad, que suponía la victoria del 2 de julio del 2000 y algo había que hacer con ellas. Como en el pasado, los protagonistas de este sexenio no hicieron más que administrar el riesgo, procuraron 
—con remiendos y parches— que no les tocara el estallido, echar tierra, esperar que no sucediera nada y transferir la responsabilidad al siguiente.

La lista podría extenderse hacia abajo, arriba, al fondo y los lados, pero no se trata de inventariar todos los riesgos (los inminentes y latentes, los de corto, mediano y largo plazos) sino de ofrecer un diagnóstico general, en trazos mayores, que diera cuenta de las condiciones actuales de la gobernabilidad: identificar activos y riesgos, potencialidades y amenazas, en función de los cuales el próximo gobierno podría emprender acciones clave para garantizar márgenes de maniobra en el primer tramo de la administración.

¿Qué hacer? La gobernabilidad que viene

No hay fórmulas mágicas ni métodos infalibles para generar condiciones de gobernabilidad. Sobre todo en un régimen democrático, donde la incertidumbre es ley. Bajo esa premisa, las siguientes líneas de acción no son sino conjeturas, hipótesis de trabajo que responden a un cierto diagnóstico, proyecciones, cálculos y posibilidades siempre a la deriva de la contingencia.

Desde esta perspectiva, consideramos que al margen de su identidad partidista, talante programático, estilo personal y calidad del gabinete, el próximo Presidente de la República deberá tomar decisiones y plantear salidas al laberinto en los siguientes puntos:

Primero. El timing: capitalizar el momento político, hacer de su victoria electoral una plataforma de despegue y despliegue de sus principales líneas estratégicas: iniciativas y reformas de ley, modificaciones a la estructura de la administración pública, cambio en las formas de operación del gobierno, puesta en marcha de políticas públicas, etcétera.

Es simple: sea quien sea, el nuevo titular del Ejecutivo le bastará con mirarse en el espejo de Vicente Fox para saber que toda elección, y más la presidencial, genera expectativas, renueva ánimos e introduce un clima social y un ambiente político propicios para el desarrollo de proyectos, impulsar reformas y promover transformaciones en muy distintos frentes…

Hace seis años, Vicente Fox dilapidó el mayor capital político del que dispusiera algún presidente entrante en más de dos décadas. Se lo acabó en puras escaramuzas ociosas y triviales —como sus botas y el rating—, en infiernillos y asuntos menores.


Este año, el nuevo inquilino de Los Pinos o Palacio Nacional tiene la oportunidad de aprender en cabeza ajena: potenciar el cambio de guardia y convertirlo en un momento de inflexión. Quien ocupe la Silla del águila deberá tener en mente que una oportunidad así —como la que porta el ardor del triunfo y la luna de miel durante las primeras semanas o meses de flamante gobierno— tal vez no vuelva a presentarse. 


Ni tanto ni tan poco. La experiencia foxista también es tristemente ejemplar en lo contrario: al presidente Fox se le fue la mano y la lengua a la hora de prometer, confió en poder hacerlo casi todo y al final pudo casi nada. Así que el próximo tendrá que medir sus palabras y contener su ánimo: puede abrir la caja de Pandora.

Segundo. Manejo de la economía. Está en el centro del debate nacional. Es más, se ha convertido en el principal diferendo entre los candidatos presidenciales y, sin duda, será ese el principal terreno contencioso durante el próximo sexenio. 


Hace tiempo que en México y el mundo la economía determina la agenda política. Al igual que los manuales del “socialismo real”, la Biblia de los neoliberales ha entrado en crisis, lo que se ha traducido, entre otras cuestiones, en un relativo margen de operación para los gobiernos emergentes, sobre todo de centro-izquierda o “nacionalistas”.


Dos ejes habrán de delimitar el campo de la conducción económica en el país: por un lado, la presión de la comunidad financiera —los grandes capitales nacionales y foráneos, las instituciones rectoras como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, las calificadoras internacionales— por mantener la ortodoxia neoliberal y, por el otro, la presión social y la legitimidad de las demandas por una distribución más equitativa de la riqueza.


A partir de esa polaridad, el próximo gobierno podría tomar relativa distancia respecto del modelo hegemónico pero sin alejarse demasiado del canon —aunque quisiera—, entre otras cosas porque la continuidad básica está asegurada a través del Banco de México, de un proyecto de presupuesto público heredado por la anterior administración, que fija los criterios generales de política económica; sin olvidar que una gran mayoría de los recursos públicos están ya comprometidos y etiquetados.


Una vez en la Presidencia, el próximo mandatario tendrá que enviar algunas señales que generen confianza en los mercados financieros y los inversionistas. En el más corto plazo, algunas de esos guiños podrían ser:

1) Mantener la ortodoxia, dejar lo que funciona. Perseverar en el equilibrio de las variables de la macroeconomía, mantener la disciplina fiscal, no alterar el déficit público, controlar el volumen de deuda pública, sostener las reservas internacionales, no aumentar el gasto corriente, etcétera.

Parece una cuestión de principio que ya nadie objeta, ni siquiera el candidato presidencial “más radical”, ese populista para el que está preparada la economía: “Conviene dejar en claro —escribió López Obrador en Un proyecto alternativo de nación— que no sería sensato alterar el orden macroeconómico; debe haber disciplina en el manejo de la inflación, el déficit público y las deudas interna y externa”.
 

La ortodoxia económica —aunque sea en parte— se volvió una especie de imperativo, una de las “discapacidades meta-constitucionales” del presidente de la República. 

2) La designación del gabinete económico. Si la integración del gabinete es ya de por sí la primera decisión importante del presidente entrante, desde hace tiempo la selección de los secretarios que habrán de ocuparse de la economía, particularmente del titular de la Secretaría de Hacienda, supone una señal muy relevante —por igual para la comunidad financiera que para sindicatos y organizaciones políticas y sociales— acerca del curso que habrá de seguir la economía nacional.

Con sus votos como simples ciudadanos, a los hombres del capital no les alcanza para elegir al presidente de la República; pero con sus vetos parece que tienen mayores posibilidades respecto del secretario de Hacienda, una pieza central del gabinete, como lo demostró este sexenio Francisco Gil Díaz, 


quien por momentos parecía tomar las decisiones más relevantes, de las que dependía en buena medida del quehacer gubernamental: asignación del presupuesto para el resto de las Secretarías, flujo de recursos, definición de prioridades a partir del gasto, recorte a programas y reasignaciones, etcétera.

De allí la importancia del nombramiento a través del cual el gobierno entrante tiene la posibilidad de procurarse un ambiente favorable en el mundo de los negocios, conjurar nerviosismo en los mercados y construir ambientes de opinión que, eventualmente, ayuden al despliegue de la estrategia de gobierno. Porque de lo contrario, si la Secretaría de Hacienda queda en manos de alguien poco confiable —o incluso antagonista— para la comunidad financiera, las cosas empiezan a complicarse: se prolonga la agitación en los mercados, la atención pública se vuelca sobre el secretario de Hacienda, el escrutinio aumenta... Y todo ello, en combinación con otros factores, representaría una puerta hacia la inestabilidad, un flanco vulnerable para la gobernabilidad.

3) La relación con el gobernador del Banco de México. Se trata de la otra cabeza en la conducción de la economía nacional. Según el artículo 28 de la Constitución: “El Estado tendrá un banco central que será autónomo en el ejercicio de sus funciones y en su administración. Su objetivo prioritario será procurar la estabilidad del poder adquisitivo de la moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría del desarrollo nacional que corresponde al Estado.”

Entre sus facultades, el artículo 3 de la Ley del Banco de México le reconoce a esa institución las siguientes: “I. Regular la emisión y circulación de la moneda, los cambios, la intermediación y los servicios financieros, así como los sistemas de pagos; II. Operar con las instituciones de crédito como banco de reserva y acreditante de última instancia; III. Prestar servicios de tesorería al Gobierno Federal y actuar como agente financiero del mismo; IV. Fungir como asesor del Gobierno Federal en materia económica y, particularmente, financiera; V. Participar en el Fondo Monetario Internacional y en otros organismos de cooperación financiera internacional o que agrupen a bancos centrales, y VI. Operar con los organismos a que se refiere la fracción V anterior, con bancos centrales y con otras personas morales extranjeras que ejerzan funciones de autoridad en materia financiera”.

A la luz de estas facultades cobra particular relevancia la química entre el nuevo gobierno —presidente y secretario de Hacienda— y el gobernador del Banco de México: cuesta imaginar una economía jalada en direcciones opuestas.

Tercero. El oro negro: palanca económica. Con el precio al alza y las proyecciones alentadoras para los próximos dos años, el nuevo gobierno asumirá el control de la economía nacional en pleno auge petrolero.

Pero antes de pensar en gastarlos, para que la gallina de los huevos de oro siga rindiendo, la próxima administración está obligada a tomar el toro por los cuernos y emprender una reforma del actual régimen fiscal para librar a Pemex de la quiebra técnica. Esto supone descargar el peso muerto de toda la ineptitud e ineficacia del régimen fiscal sobre la espalda de la primera empresa nacional; concretar lo que hasta ahora no se ha conseguido: elevar el nivel de los ingresos federales no petroleros. Antes que participar el botín del oro negro, la Federación y los estados deberán recaudar más y mejor. 

A partir de un mayor margen de autonomía, Pemex tendrá que invertir más recursos en explorar nuevos yacimientos que en pagar su deuda y la del gobierno; en mejorar la producción en lugar de financiar el gasto corriente del gobierno federal (en lo que, por cierto, se fue buena parte de las ganancias petroleras durante el sexenio de la alternancia); en incorporar tecnología y elevar la calidad de los procesos de refinación en lugar de mantener las canonjías a un sindicato de gangsters (Deschamps, Almada y compañía).

Además de la muy estimable renta petrolera, el saneamiento fiscal y la modernización operativa de Pemex bien pueden financiarse, como lo han sugerido economistas y empresarios de toda laya —Carlos Slim lo ha repetido hasta el cansancio—, con medio punto porcentual más de déficit público que permita invertir en un negocio seguro como el petróleo. ¿Para qué sirven la palmadita en la espalda del fmi y del Banco Mundial, el celo obsesivo con el que seguimos la ortodoxia neoliberal durante este sexenio, el nivel de reservas de divisas y la estabilidad de las principales tasas, si no es para capitalizar, precisamente, esa certidumbre que rodea la economía mexicana y emprender el saneamiento de la primera industria nacional? 

De mantenerse las tendencias de los petroprecios, el próximo gobierno dispone de un año o dos —quizás más, incluso— de recursos fiscales extraordinarios, de una renta petrolera que se traduce en recursos aún no comprometidos; es decir, en margen de maniobra política para que la nueva administración negocie su reparto ya sea con los gobernadores o con los líderes de las principales fuerzas políticas, en incentivos para llegar a acuerdos con la oposición partidista en el Congreso de la Unión, o bien en fondos para financiar nuevos programas que eventualmente le puedan imprimir, en el corto plazo, una impronta personal a la administración pública.

Cuarto. Política de empleo. Más allá de sus dotes y talentos naturales, de la consistencia intelectual y la astucia de los equipos que los escoltan, para ninguno de los candidatos será sencillo ejercer la Presidencia. Pero quien resulte electo y no cuente con una estrategia eficaz para abatir sensiblemente el desempleo y detener la precarización de las condiciones laborales, le esperan días aciagos, aunque no más que los que le aguardan al país.

Las consecuencias del desempleo no sólo se dejan sentir en el consumo y en las ventas al menudeo, o en la desaceleración del ciclo económico. Sin posibilidades reales de convertirse en patrones de sí mismos, de cultivar el autoempleo como sugería el presidente Fox (¿cuál banco o institución pública le otorga crédito a un desempleado?), quienes pierden su puesto de empleo o llevan meses sin encontrar un puesto de trabajo van a parar, en su mayoría, a las filas de la economía informal o, peor aún, de la ilegalidad. No por nada, más de la mitad de la población económicamente activa trabaja en ese sector de la economía —que ya da más trabajo que las empresas legalmente constituidas—; es decir, que millones de personas se mueven en actividades que suelen colindar con prácticas ilegales (piratería, contrabando, trabajo que no tributa y que no reconoce ni respeta derechos laborales).

Ya se sabe: presentar como automática e inmediata la relación desempleo-delincuencia es un desatino, pero sostener lo contrario también lo es: organizada o no la delincuencia no deja de ser una opción, un negocio rentable; de ahí la urgencia de interrumpir el círculo vicioso y revertir la tendencia.

No sólo por ética o responsabilidad social, sino por razones de gobernabilidad, la migración laboral no debe seguir siendo una estrategia para “combatir” el desempleo, una válvula de escape para distender la presión social generada por un problema que lejos de resolverse o disminuir, sigue creciendo: por más que el presidente Fox celebre el “formidable” crecimiento de la “clase media”, los datos duros no mienten: hasta 2005, el gobierno foxista sólo pudo ofrecer 74 345 nuevos empleos formales a los 6 millones de personas —1.2 millones por año— que se incorporaron a la población económicamente activa.

Aunque funcional, la exportación ilegal de mano de obra porta una seria amenaza permanente para la estabilidad económica y la gobernabilidad del país. En la medida en que la migración depende de factores exógenos como el estado que guarde la relación con Estados Unidos, el mayor o menor endurecimiento de las políticas migratorias federales y estatales estadounidenses, la beligerante coyuntura internacional, etcétera, en esa misma medida se reduce la capacidad de nuestro sistema (instituciones, factores productivos, actores sociales) para controlar la variable.

Llegó la hora de acercar esos dos mundos de la macro y microeconomía que, hasta ahora, han permanecido distantes. Llegó la hora de saber si se trata de dos mundos separados o de caras de la misma moneda.

Quinto. Política social. Se acabó el tiempo: son demasiados pobres y demasiado pobres para diferir otro sexenio las soluciones a un problema que alcanza, conservadoramente, a más de la mitad de la población. 

Si atender la ortodoxia neoliberal parece una condición de principio para el próximo presidente de la República, aumentar el gasto social resulta prácticamente ineludible. Además de la presión política en favor de un aumento del gasto social, no atender la pobreza, la desigualdad, la falta de oportunidades, la marginación de comunidades enteras, parece un error estratégico, una apuesta de alto riesgo para la gobernabilidad. 

Por experiencia se sabe que la pobreza puede convertirse en campo fértil para el cultivo de malas hierbas: grupos antisistémicos, proliferación de sembradíos de estupefacientes, mano de obra asociada al narcotráfico, potenciales reclutas para nuevos y viejos movimientos armados, etcétera. Se impone, por tanto, el despliegue de una política social de alto impacto: que alcance a un mayor número de personas en condiciones de pobreza y marginación en el menor tiempo posible. 

La gravedad del problema obliga, naturalmente, a una política integral: atender con urgencia los efectos (subsidios a grupos vulnerables, becas, asistencialismo, cobertura de proyectos sectoriales) y generar condiciones de largo plazo para su erradicación (crecimiento económico, desarrollo regional, creación de empleos). Sin modificaciones sustanciales al modelo económico y a los criterios de distribución de la riqueza, toda política social quedará en simple remedo altruista.

Sexto. El retorno de la política. Si la “fortaleza económica” (según el presidente Fox) aguanta, incluso, a un “populista” en la cabina de mando, la política ya no resiste otro sexenio como el actual. En el fondo, ninguna de las acciones bosquejadas hasta aquí resultaría viable sin un trabajo político serio, eficiente, con visión estratégica. 

La política no es un elemento más de la gobernabilidad sino una condición transversal que cruza y determina al resto de variables y factores. Si no funciona la política poco o nada se puede esperar en la solución de problemas estructurales (pobreza, deterioro ambiental, rezago en el campo, crisis del sistema de salud pública, sistema de pensiones, educación), de diseño institucional (régimen de gobierno, Estado de Derecho, entramado constitucional) o en la definición y puesta en marcha de estrategias para combatir a la delincuencia organizada o replantear la política exterior del país en el complejo escenario mundial.

La política se volvió el problema, pero es la única solución. Las consecuencias de otro sexenio de semiparálisis política, de puro spot y mucho lodo, son impredecibles y es mejor que así sigan. Ni la clase política ni el sistema de partidos está para esos lujos. Tampoco el país, sobre todo cuando enfrenta problemas tan urgentes como los referidos antes.

Entre las acciones políticas a seguir por la próxima administración pueden atisbarse las siguientes:

1) Elección de un secretario de Gobernación con oficio y olfato político, conciliador y presto para el acuerdo, con capacidad y liderazgo para encabezar la política interna del gobierno federal y, a un tiempo, responder a las necesidades y reclamos de la pluralidad de actores.

La escena se repite, pero en el teatro trágico de la política: al igual que en el ámbito económico, en el político el nombramiento del secretario de Gobernación con algunas de las características aludidas sería un buen comienzo, enviaría una primera señal de acercamiento a las distintas fuerzas políticas y abonaría el ambiente para la negociación. Desde luego, “el hombre correcto en el puesto adecuado” sería apenas un primer paso que deberá ir acompañado de un plan de vuelo con definiciones mínimas: la “misión” estratégica del segundo gobierno en la era de la alternancia y la —eventual— consolidación institucional del régimen democrático.

2) Borrón y cuenta nueva con el Congreso de la Unión. Tras seis años de desencuentros entre el Ejecutivo y el Legislativo, el próximo presidente y los principales partidos políticos están obligados a encontrarle la cuadratura al círculo, construir reglas para una relación más fluida y, sobre todo, productiva.

Para empezar, podría discutirse la conveniencia de una reforma que, a través de un aggiornamento en el diseño institucional, incentivara la formación de mayorías legislativas ad hoc y/o fórmulas para la configuración de una coalición gobernante. Una alternativa al alcance, que empieza a concitar un relativo consenso, sería la creación de la figura de “jefe de gabinete” nombrado por el Congreso.

3) Más política y menos proselitismo electoral. Luego de una campaña que se prolongó por casi tres años, lo que podría esperarse es una merecidísima tregua que desplace la lucha electoral —la contienda por espacios de poder dentro y fuera de los partidos políticos— en favor de temas de interés público que reclaman toda la atención de partidos y gobierno.

Como en otros rubros, no vendría nada mal, sino al contrario, que la nueva administración y la nueva legislatura arrancaran con un principio de acuerdo para reordenar las reglas del juego electoral. Una revisión a fondo que discuta y enmiende asuntos clave como el costo y la duración de campañas (y “precampañas”), reformule el frenético calendario electoral (el objetivo sería hacer concurrentes los comicios locales, estatales y federales en dos o tres jornadas sexenales), disminuya el monto de financiamiento a los partidos y endurezca los mecanismos de fiscalización, cancele o reduzca al mínimo el flujo millonario de recursos públicos a las arcas de los medios de comunicación, entre los temas principales. 

Otro de los asuntos que reclaman medidas urgentes, drásticas, es el fortalecimiento y profesionalización del trabajo parlamentario. Una de las opciones, aunque no la única, sería aprobar la reelección consecutiva de senadores y diputados (federales y locales).

Séptimo. Lucha contra la delincuencia. La delincuencia organizada, la criminalidad habitual, ya está esperando al próximo presidente de la República en el campo de batalla. Narcos y secuestradores, ladrones y delincuentes de toda laya, también andan en campaña, sólo que la de ellos no se termina el 2 de julio… 

Tarde o temprano el crimen organizado va a tocar al nuevo gobierno (al flamante presidente Fox fue El Chapo Guzmán quien le dio la bienvenida con su fuga de un penal de máxima seguridad, el 11 de enero de 2001), por eso más vale temprano que tarde para empezar a hacerle frente. 

En el orden de prioridades la seguridad pública lleva la mano, la ha llevado sin éxito desde hace años. Siempre parece haber tocado fondo, pero parece que la delincuencia tiene más de un fondo. Como sea, la escalada continúa.
Hace años que la delincuencia dejó de ser amenaza para convertirse en enemigo público número uno. Hay que decirlo sin sensacionalismo pero sin resignación: el país se debate en una crisis provocada por la delincuencia. La crisis no comienza cuando algo se rompe, cuando estalla. Con menos estrépito, las crisis inician cuando se va perdiendo esa capacidad para responder, para hacer algo efectivo frente a un problema que crece. Y hace tiempo que en México empezó esa crisis. 

Entre la venalidad y connivencia de los de antes, y la abulia y torpeza de los de ahora, la delincuencia organizada y la criminalidad anárquica han encontrado desde hace más de dos décadas un espacio casi ideal para crecer y multiplicarse, consolidar sus redes, ampliar sus horizontes y, en la misma medida, diluir los de una sociedad cada vez más atemorizada. La experiencia reciente, traumática, nos ha advertido no sólo de la gravedad sino de la complejidad del problema que tenemos enfrente.

Aunque no lo parezca, el problema es parte de la victoria del próximo 2 de julio. El país no aguanta más. Siempre se dice, pero llegará el momento en que se cumpla. Las cosas no pueden seguir su curso actual. No es sólo que resulte intolerable el actual status quo, sino que el avance de la delincuencia anticipa escenarios siniestros, desastrosos. Bajo sus propias rutas y tiempos, la "colombianización" del país empezó hace tiempo. En pleno marcha, se dibujan impredecibles las dimensiones y consecuencias de este proceso en el mediano y largo plazos. Por lo pronto, los saldos actuales justifican los peores augurios. 

Se alcanza a ver desde ahora: la democracia mexicana, la gobernabilidad del país y la viabilidad de la nación han encontrado su mayor desafío en la inseguridad. Nadie supone que enfrentarlo vaya a ser sencillo. La solución no es tan fácil como cerrar el puño del poder público y endurecer las políticas contra la delincuencia. Tampoco ha funcionado sacar a las tropas: han regresado sin gloria a sus cuarteles.  


El reto de la democracia es ser eficiente en la contención de esos actores que se mueven en las fronteras del sistema; en resolver esos problemas sin los instrumentos autoritarios de los que disponía el viejo régimen. Todo ello reclama lo que, de entrada, ninguno de los aspirantes parece tener: un plan integral, consistente, de lucha contra la delincuencia y sus múltiples rostros. El problema demanda enormes recursos e inteligencia sacarles el mayor provecho, voluntad política y liderazgo, planeación estratégica y cooperación internacional, altas dosis de eficacia gubernamental y muy pocas de corrupción oficial…


No hay recetas sólo experiencia. Algo se puede obtener de ella:

a) A males globales, corresponden respuestas de igual calibre. La receta es conocida y la ruta es irrenunciable: cooperación internacional. No hay de otra. Aunque es interno, el problema del narcotráfico y otras formas de delincuencia organizada es un enemigo demasiado grande para un solo gobierno. Si ha de “ganarse” la batalla contra el narco (lo que supondría reducir sus espacios de maniobra, ganancia y capitalización), será a condición de que la cooperación entre México y Estados Unidos encuentre nuevas fórmulas, supere las diferencias, para construir un eficaz frente común ante la industria de las drogas y su poder corruptor.

b) Reinventar “todo” cada seis años o cada vez que cambia el funcionario en turno, no funciona: la poca eficacia en la estrategia oficial contra el narco y el crimen en general ha sido determinada por el calendario político-electoral. De tal suerte que el plazo sexenal se convirtió, fatalmente, en el corto y largo plazo de todo plan, programa o proyecto. 

c) De lo perdido, lo que aparezca. Es imprescindible recuperar la experiencia. Aunque perfectible y a discusión, una política de combate a la delincuencia que empezaba a arrojar resultados al final del sexenio pasado fue aquella sustentada en dos ejes: la creación del Sistema Nacional de Seguridad Pública y la constitución de una Policía Nacional. Los objetivos explícitos: profesionalizar al personal de seguridad pública, incorporar instrumentos tecnológicos en materia de seguridad pública e inteligencia, sistematizar el intercambio de información entre instituciones del país y echar a andar una cruzada nacional contra la delincuencia que permitiera una acción más coordinada de todas las corporaciones del país dedicadas a la seguridad. 

Últimas palabras 

Nada garantiza que, seis años después de la alternancia, electores y elegidos hayamos aprendido la lección. Más aún, nada garantiza que haberla aprendido nos guarde de repetir errores.

Lo que sí ya sabemos, lo mismo funcionarios que ciudadanos, es que nadie gobierna como quiere sino como puede. También aprendimos que la gobernabilidad no se resuelve por decreto presidencial; que la gobernabilidad dejó de ser asunto exclusivo del primer mandatario, aunque en él recaiga la mayor responsabilidad como jefe de Estado y administrador sexenal de todos los recursos con que cuenta el Poder Ejecutivo.

Con esos cuantos saberes, decenas de fracasos e intentos fallidos, gobernantes y gobernados, actores políticos, agentes económicos, poderes fácticos y ciudadanos de a pie, procuraremos mantener a flote la estabilidad y los márgenes de certidumbre en un periodo de turbulencia y cambios. 

No hay atajos ni recetas fáciles. La gobernabilidad en clave democrática, la única en el horizonte del país, compromete a todos los ciudadanos y reclama de los profesionales de la vida pública mesura, inteligencia y sensibilidad.
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